
84 Actas resumidas de las sesiones del 49.° período de sesiones

72. El Sr. LUKASHUK piensa, como el Relator Espe-
cial, que conviene no adoptar ninguna decisión apresu-
rada y volver a examinar esta cuestión en la sesión
siguiente.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.

2486.a SESIÓN

Viernes 30 de mayo de 1997, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Alain PELLET

más tarde: Sr. Peter KABATSI

Miembros presentes: Sr. Addo, Sr. Brownlie, Sr. Can-
dioti, Sr. Crawford, Sr. Dugard, Sr. Economides, Sr. Ela-
raby, Sr. Ferrari Bravo, Sr. Galicki, Sr. Goco, Sr. Hafner,
Sr. He, Sr. Kateka, Sr. Lukashuk, Sr. Mikulka, Sr. Pam-
bou-Tchivounda, Sr. Sreenivasa Rao, Sr. Rodriguez
Cedeño, Sr. Rosenstock, Sr. Simma, Sr. Thiam, Sr.
Yamada.

La nacionalidad en relación con la sucesión de Estados
(continuación) (A/CN.4/479, secc. B, A/CN.4/480 y
Add.l \ A/CN.4/L.535 y Corr.l y Add.l)

[Tema 5 del programa]

TERCER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL
(continuación)

PARTE I (Principios generales sobre la nacionalidad en
relación con la sucesión de Estados) (conclusión)

ARTÍCULOS 15 Y 16 (conclusión)

1. El Sr. ECONOMIDES dice que la simple obligación
de los Estados interesados de celebrar consultas y de
negociar, enunciada en el párrafo 1 del artículo 15 (Obli-
gación de los Estados interesados de celebrar consultas y
negociaciones), no es suficiente en sí y tiene que ser com-
plementada por las normas pertinentes de derecho inter-
nacional. La sucesión de Estados es, después de todo, una
cuestión de derecho internacional y debe quedar claro que
la obligación de negociar se aplica automáticamente a

todas las cuestiones comprendidas dentro del ámbito del
derecho internacional, en particular las controversias
internacionales de naturaleza jurídica. Es esencial ir más
allá. En el Comité de Redacción el orador hizo una pro-
puesta en ese sentido en el contexto del artículo 3 (Legis-
lación relativa a la nacionalidad y otras cuestiones
conexas). El párrafo 1 del artículo 15 debería decir tam-
bién que los Estados interesados «resolverán» —se trata
de una obligación, casi de un pactum de contrahendo—
las cuestiones de la nacionalidad de los individuos afecta-
dos por una sucesión de Estados, en particular mediante
acuerdo. Además, el artículo debería ponerse al principio
del proyecto, ya que es equivocado hacer referencia pri-
mero a la legislación nacional en un tema que es por exce-
lencia de derecho internacional.

2. El Sr. SIMMA dice que no está de acuerdo con el
Sr. Economides. En ninguna parte existe una obligación
de los Estados de celebrar acuerdos sobre cuestiones de
nacionalidad; sólo existe el deber de celebrar consultas y
de negociar previsto en el artículo 15. La disposición 4 de
la Declaración de Venecia2 dice que, en caso de sucesión
de Estados, los Estados interesados «podrán», por
acuerdo, resolver la cuestión de la nacionalidad. Eviden-
temente, si dos Estados pueden resolver las cuestiones de
nacionalidad relacionadas con una sucesión de Estados
por medio de su legislación nacional, que se ajusta al
derecho internacional, no están sujetos a ninguna otra
obligación.

3. El Sr. BROWNLIE señala que el proyecto de artícu-
los no contiene una cláusula uniforme de solución de con-
troversias porque no se pretende que adopte la forma de
una convención multilateral. El párrafo 1 del artículo 15
ciertamente no está destinado a ser una cláusula de solu-
ción de controversias, ya que no trata de controversias.
Ese párrafo se centra más bien en dificultades estructura-
les que probablemente no pueden considerarse controver-
sias internacionales, pero que hay que resolver. Por tanto,
el párrafo 1 del artículo 15 debería mantenerse como está.

4. El Sr. ECONOMIDES entiende la precisión del
Sr. Simma sobre la Declaración de Venecia pero piensa
que la Declaración no hizo lo que debería de hacer. Evi-
dentemente los Estados pueden resolver cualquier cues-
tión por acuerdo si lo desean, pero el presente proyecto
debería alentar a los Estados a hacer progresos en el
desarrollo del derecho internacional. Por tanto, debería
contener una disposición que les obligue a resolver por
acuerdo las cuestiones de la nacionalidad de las personas
naturales. Preferiría una disposición enérgica que use
«deberán», pero podría aceptar una más flexible que use
«deberían». La actual redacción representa un retroceso
más que un desarrollo progresivo del derecho interna-
cional.

5. El Sr. GOCO dice que las posiciones del
Sr. Economides y del Sr. Simma no se excluyen entre sí.
Tal vez pudiera resolverse la dificultad agregando «y de
tratar de resolver las cuestiones» al final del párrafo 1.

6. El PRESIDENTE dice que el párrafo ya es más enér-
gico por las palabras «tendrán la obligación de celebrar
consultas».

1 Reproducido en Anuario... 1997, vol. II (primera parte). • Véase 2475.a sesión, nota 22.
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7. El Sr. GALICKI confirma que se opone a incluir el
párrafo 2 del artículo 15. La razón de las dificultades que
plantea el párrafo 1 pudieran ser que en otras conven-
ciones sobre la sucesión de Estados la obligación de cele-
brar consultas y de negociar se limita exclusivamente al
problema de la solución de controversias. En cambio, en
el proyecto de artículos el objetivo es incluir una gama
más amplia de cuestiones. Una dificultad semejante
surgió anteriormente en relación con el artículo 3, pero el
artículo 3 se ocupaba de la creación de determinadas
condiciones jurídicas que rigen la nacionalidad más que
de la solución ex post facto de problemas. La Comisión
debería mantener separadas ambas cuestiones. El artículo
3 debería contener una disposición «optativa» siguiendo
la pauta de la disposición 4 de la Declaración de Venecia
y el artículo 19 del Convenio europeo sobre la naciona-
lidad3 que ofrece diversos medios de resolver los proble-
mas, por ejemplo aplicando el derecho interno. Por su
parte, el párrafo 1 del artículo 15 podría limitarse a las
cuestiones habituales reguladas por las cláusulas de solu-
ción de controversias.

8. El artículo 16 (Otros Estados) trata dos problemas
muy diferentes. El párrafo 1 repite un principio estable-
cido en varios tratados internacionales. El párrafo 2, en
cambio, formula una presunción de determinados efectos
prácticos en lo que respecta a la nacionalidad de la per-
sona afectada cuando el Estado interesado no le concede
su nacionalidad. Pese al creciente papel del derecho inter-
nacional en la regulación de las cuestiones de nacionali-
dad, la propia Comisión admitió en el preámbulo del
proyecto de artículos que la nacionalidad se regía funda-
mentalmente por el derecho interno. El derecho interna-
cional no puede asumir los poderes de un Estado soberano
contra su voluntad, incluso si ese Estado hace caso omiso
del proyecto de artículos. En suma, la presunción no es
aceptable porque impone limitaciones a los derechos
soberanos de los Estados. Naturalmente, el orador com-
prende la finalidad de la disposición: proteger a los indi-
viduos frente a la apatridia, pero va demasiado lejos.

9. En el párrafo 1 del artículo 16 el uso del término
«vínculo auténtico» plantea un problema técnico, ya que
ese término no está definido y debería serlo. Ya se ha
sugerido, con respecto al párrafo 2 del artículo 7
(Derecho de opción) por ejemplo, que deberían utilizarse
palabras como «vínculo adecuado». La cuestión podría
resolverla el Comité de Redacción. También le plantea
problemas la expresión «otros Estados», a diferencia de
«terceros Estados», que es el término utilizado por el
Relator Especial en el comentario al artículo 16, incluido
en su tercer informe (A/CN.4/480 y Add.l). Sino hay
razón para emplear palabras diferentes, la terminología
debería mantenerse coherente.

10. El Sr. M1KULKA (Relator Especial) dice que había
explicado claramente en el comentario por qué en el
artículo 18 había utilizado las palabras «otros Estados»:
estas palabras hacen referencia a los «otros Estados»
frente a un solo Estado interesado. ¿Por qué excluir a los
demás Estados interesados en la sucesión de Estados? Por
ejemplo, cuando una disolución crea los Estados A y B y
el Estado A concede su nacionalidad de manera abusiva,
no hay razón para que sólo terceros Estados estén faculta-

dos para adoptar medidas sobre la base del caso Notte-
bohm4: el Estado B puede en algunas circunstancias tener
una mayor necesidad de hacerlo.

11. El Sr. SIMMA dice que él tampoco considera el
párrafo 1 del artículo 15 una cláusula de solución de con-
troversias. No debería haber inconveniente en colocar el
principio enunciado en el artículo 15 inmediatamente
después del artículo 3. En efecto, en el Comité de Redac-
ción el Relator Especial dijo que el principio había apare-
cido antes pero que luego había sido trasladado al final de
la parte I (Principios generales sobre la nacionalidad en
relación con la sucesión de Estados).

12. En cuanto al concepto de «vínculo auténtico», el
orador no está de acuerdo con el Sr. Galicki en que debe-
ría haber uniformidad entre el párrafo 2 del artículo 7 y el
párrafo 1 del artículo 16. El uso del término en el primero
tiene una finalidad diferente. El Comité de Redacción se
propone ahora utilizar las palabras «vínculo adecuado» en
el párrafo 2 del artículo 7. Es una decisión correcta por-
que ese artículo tiene por objeto dar una nacionalidad a las
personas que, de lo contrario, serían apatridas, en tanto
que el párrafo 1 del artículo 16 trata de la cuestión de si
otros Estados o terceros Estados, el término empleado de
hecho no es importante, tienen que reconocer una conce-
sión abusiva de la nacionalidad.

13. El Sr. CRAWFORD dice que no está de acuerdo con
el Sr. Galicki en que el párrafo 2 del artículo 16 cree una
presunción; simplemente reserva un derecho de los Esta-
dos en circunstancias especiales. El Sr. Galicki lo consi-
dera incompatible con el derecho soberano de los Estados
de determinar quiénes son sus nacionales. Pero no hay
una sola soberanía involucrada y dar prioridad a la sobe-
ranía del Estado infractor sobre la de los demás Estados es
totalmente inaceptable. Naturalmente el Estado que con-
cederá nacionalidad está en una posición especial, pero no
tiene una prioridad especial respecto a otros Estados inte-
resados. Comparado con algunas de las situaciones que
han surgido, el caso Nottebohm no es un caso rotundo
puesto que la naturalización fue voluntaria y conforme
con la legislación de Liechtenstein, pero la CU declaró
que la cuestión no concernía sólo a Liechtenstein.
En contraste, la Comisión está tratando el abuso de dere-
chos o de violaciones del derecho internacional, y es ina-
decuado dar prioridad a un Estado que actúa en contra del
derecho internacional. El párrafo 2 del artículo 16 prevé
un medio mínimo de reacción por la comunidad interna-
cional contra los Estados que priven de la nacionalidad a
personas por motivos étnicos, como por ejemplo en situa-
ciones en que puedan convertirse en apatridas.

14. El Sr. DUGARD dice que, en un contexto histórico,
el párrafo 2 del artículo 16 se habría referido precisa-
mente a la política de apartheid en Sudáfrica que privó de
la nacionalidad a 9 millones de sudafricanos y les conce-
dió la nacionalidad de los bantustanes. La comunidad
internacional se negó a reconocer esa nacionalidad.
Es importante incluir la disposición prevista en el
párrafo 2 como advertencia a los Estados que contemplen
esa manera de proceder.

El Sr. Kabatsi ocupa la Presidencia.

' Véase 2477.a sesión, nota 7.
4 Véase 2475.a sesión, nota 6.
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15. El Sr. SIMMA recuerda que, en una sesión anterior,
el Sr. Hafner había hecho una pregunta sobre la aplicación
de las normas relativas a la nacionalidad. Una respuesta es
que el párrafo 1 del artículo 16 preveía un medio clásico
de aplicación. Ahora ha cambiado de opinión sobre el
párrafo 2, porque complementa esa sanción clásica de una
manera que robustece el concepto del derecho de la per-
sona a una nacionalidad. No trata sólo de una cuestión que
ha de resolverse entre dos soberanías, sino que constituye
un fundamento importante de la estructura del proyecto
de artículos. Las palabras «porque dicho Estado no ha
observado lo estatuido en el presente proyecto de artícu-
los», en el párrafo 2, podrían causar un problema, ya que
podría dar la impresión de que lo que es una declaración
optativa podría conducir a consecuencias prescriptivas.
La dificultad podría superarse utilizando una formulación
como «porque dicho Estado no haya observado los prin-
cipios de derecho internacional confirmados en el pre-
sente proyecto de artículos».

16. El Sr. GOCO, planteando una cuestión de orden,
dice que el punto relativo al párrafo 1 del artículo 15 sus-
citado por el Sr. Economides, sobre si el Estado debe estar
obligado a resolver las cuestiones de la nacionalidad de
las personas, ha quedado en el aire y debería resolverse.

17. El PRESIDENTE dice que tuvo la impresión de que
la mayoría de los miembros entendían que el artículo 15
creaba simplemente una obligación de negociar y no obli-
gaba a los Estados a llegar a conclusiones específicas.

18. El Sr. Sreenivasa RAO dice que la dificultad podría
tal vez evitarse si los miembros se refirieran al artículo 15
y al artículo 16 en sus declaraciones generales y se limita-
ran a cada artículo individualmente en el «minidebate».
Sea como fuere, el punto suscitado constituye una conclu-
sión, que podría reflejarse más libremente en la redacción.

19. El Sr. CRAWFORD, planteando una cuestión de
orden, dice que creía que la Comisión había decidido pro-
visionalmente continuar el examen del proyecto de artícu-
los partiendo del supuesto de que adoptaría la forma de
una resolución, no de una convención. Ese supuesto des-
carta la posibilidad de incluir una disposición sobre el
arreglo de controversias, ya que una resolución no podría
contener tal disposición. Una vez concluido el proyecto
de artículos y cuando la Comisión vuelva a examinar la
cuestión de la forma que debería adoptar, será pertinente
de nuevo la cuestión de si ha de incluirse una disposición
sobre la solución de controversias. Sin embargo, por el
momento no lo es.

20. El Sr. BROWNLIE, corroborando lo dicho por el
Sr. Crawford, dice que la ausencia de toda referencia a
«controversias jurídicas» en el párrafo 1 del artículo 15 es
evidentemente deliberada. Ese párrafo hace referencia a
la categoría más amplia de situaciones en que hay dificul-
tades que no constituyen necesariamente una controversia
jurídica. El párrafo 1 del artículo 15 no es una cláusula
sobre el arreglo de controversias.

21. El Sr. ECONOMIDES dice que un malentendido
está perturbando el debate. Ningún miembro de la Comi-
sión ha propuesto que el texto contenga una cláusula
sobre el arreglo de controversias. Simplemente la cues-
tión no se plantea.

22. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA dice que la dis-
posición en debate se refiere a la obligación de los Esta-
dos de celebrar consultas y de negociar para evitar los
efectos perjudiciales que pudieran resultar de la sucesión
de Estados en lo que respecta a la nacionalidad. Este es el
meollo de la cuestión. En el contexto del artículo 15 no se
plantea la cuestión del arreglo de controversias.

23. El Sr. GALICKI dice que no afirmó que el artículo
15 tratará del arreglo de controversias. Simplemente
criticó el hecho de que empleaba ciertos términos que, en
convenciones análogas, se usaban sólo con referencia al
arreglo de controversias. Naturalmente el artículo 15 trata
una gama más amplia de situaciones. Lo que falta en el
párrafo 1 del artículo 15 es una referencia, como la conte-
nida en la Declaración de Viena y en el Convenio europeo
sobre la nacionalidad, a los acuerdos internacionales
como medio para alcanzar sus objetivos.

24. El Sr. GOCO dice que el debate está descentrado. El
párrafo 1 del artículo 15 no prevé ningún mecanismo de
solución de controversias, sino que obliga simplemente a
los Estados a celebrar consultas y a negociar.
Su propuesta personal fue que, además, los Estados inte-
resados se esforzaran por resolver esos problemas. Por
tanto, a diferencia del Sr. Simma, apoya la posición del Sr.
Economides.

25. El PRESIDENTE dice que el sentido fundamental
de la disposición es, naturalmente, conseguir la solución
de los problemas mediante las consultas y negociaciones
previstas. Pero no va hasta imponer a los Estados la obli-
gación de resolver esos problemas.

26. El Sr. MIKULKA (Relator Especial) dice que el
debate sobre las observaciones del Sr. Simma parece
haber tomado un camino equivocado tras la afirmación
del Sr. Galicki de que otras convenciones sobre la suce-
sión de Estados establecen la obligación de negociar sólo
respecto del arreglo de controversias. Sin embargo, de
hecho, en la Convención de Viena de 1983 hay otros artí-
culos que hacen referencia a «acuerdos», presuponiendo
que ya se han celebrado negociaciones entre los Estados.
Este es el mensaje contenido en el artículo 15: obliga a los
Estados a negociar. No va hasta obligar a concluir un
acuerdo, porque, como ya han explicado el Sr. Simma y
otros, una vez que los Estados se den cuenta en el curso
de las negociaciones de que la legislación nacional
resuelve todos los problemas, no habrá ninguna necesidad
de acuerdo. El párrafo 2 especifica que si fracasan las
negociaciones, los Estados deberán al menos unilateral-
mente seguir el proyecto de artículos, a menos que un tra-
tado disponga otra cosa. En cuanto a la redacción del
párrafo, la idea de la negociación está implícita en todos
los artículos de la Convención de Viena de 1983.

27. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA dice que duda
sinceramente que el sentido de la recomendación hecha
por el Grupo de Trabajo en el 48.° período de sesiones5 de
tratar la obligación de negociar enunciada en el párrafo 1
del artículo 15 de la misma manera que esa obligación es
tratada en la Convención de Viena de 1983, que establece
una norma a ese respecto y una derogación de la misma.
Se trata de dos cuestiones muy diferentes.

' Ibíd., nota 5.
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28. El Sr. ELARABY dice que, pese a todo lo que ha
oído en contrario en la presente sesión, está convencido
de que una obligación de celebrar consultas y de negociar
es indudablemente un aspecto de la solución de contro-
versias.

29. El Sr. Sreenivasa RAO dice que el elemento esen-
cial del artículo 15 es que, cuando se produce una suce-
sión de Estados, surge una amplia gama de problemas,
sobre todo respecto del estatuto y la nacionalidad de las
personas afectadas y que, a fin de resolver esos problemas
amigablemente, prevenir la apatridia y proteger la volun-
tad de las personas afectadas, los Estados harían bien en
celebrar consultas. Ahora bien, los Estados tendrán opi-
niones diferentes sobre la manera de resolver esos proble-
mas; por consiguiente, habrá negociaciones. La cuestión
de si en esa fase puede decirse que ha surgido una «con-
troversia» no tiene sentido. Aunque debe aceptarse el pro-
pósito del Relator Especial, el Comité de Redacción
debería buscar una redacción más adecuada, ya que está
claro que, pese a la orientación dada por el Grupo de Tra-
bajo, el texto del párrafo 2 del artículo 15 no satisface sus
propósitos.

30. La finalidad de las consultas y las negociaciones es
doble: celebrar acuerdos que comprendan soluciones a
una amplia gama de problemas y prevenir la apatridia y
respaldar la voluntad de las personas afectadas. Los
acuerdos que repriman la voluntad de las personas afecta-
das o generen apatridia no cumplirían el propósito del
proyecto de artículos. Por tanto, debe guiarse a los Esta-
dos a que resuelvan sus diferencias (más que sus «contro-
versias») teniendo debidamente en cuenta esos objetivos
prioritarios. Este elemento debe figurar de algún modo en
el artículo. En el comentario podrían incluirse también
directrices para los Estados.

31. En cuanto al párrafo 2, se ha opinado que da la
impresión errónea de que parece imponer una sanción. El
orador no tiene inconveniente en aceptar el propósito fun-
damental del párrafo, pero la redacción empleada es
demasiado fuerte y la presunción que recoge está expre-
sada demasiado tajantemente. Se recordará que una situa-
ción análoga surgió en las negociaciones sobre derecho
del mar, cuando hubo un conflicto entre el principio de la
«línea media» y el principio de la «equidad». En vista de
los problemas técnicos y de fondo que suscita, el orador
tiende a apoyar la propuesta de suprimir el párrafo 2, si
haciéndolo se lograra el consenso. El propósito funda-
mental del párrafo podría incluirse en el párrafo 1 o en
otra parte, en la redacción adecuada que precisara los
objetivos de las negociaciones. En este caso también, los
demás problemas podrían resolverse en el comentario.

32. En cuanto al artículo 16, el «vínculo auténtico» es el
criterio para conceder la nacionalidad según el derecho
internacional general, en tanto que en el párrafo 2 del artí-
culo 7 ese concepto aparece en el contexto de la sucesión
de Estados y de la prevención de la apatridia. La manera
de armonizar ambas situaciones es una cuestión que habrá
de examinar el Comité de Redacción: tal vez, por avenen-
cia con el Sr. Simma, podría resolverse mediante una
remisión a otros artículos. Inicialmente, pensaba que
podría proponer una solución clara al problema. Tras
escuchar el debate, su posición personal sobre las cuestio-
nes es menos clara.

33. El párrafo 2 del artículo 16 suscita debates aún más
complejos y algunos miembros han propuesto que se
suprima. Apoyaría la supresión si así se lograra el con-
senso. Sin ello, podría remodelarse el párrafo, labor que
probablemente resultará muy complicada.

34. El Sr. BROWNLIE, respondiendo a las observacio-
nes del Sr. Sreenivasa Rao, dice que se ha quebrantado
algo su fe en que el párrafo 1 del artículo 15 tenía una
finalidad clara. Le empieza a inquietar que ese artículo
intente dos funciones al mismo tiempo y que su claridad
se resienta en consecuencia. Inicialmente había supuesto
que el artículo pretendía hacer frente a una amplia gama
de problemas que pueden surgir cuando los Estados tratan
entre sí si no hay una controversia jurídica pero hay difi-
cultades que resolver, al menos, a fin de evitar desenten-
derse de la suerte de las personas afectadas.
Evidentemente en el proyecto de artículos no hay en sen-
tido estricto una cláusula de arreglo de controversias. Sin
embargo, como ha señalado el Sr. Elaraby, el párrafo 1 del
artículo 15 es en cierto sentido una cláusula de arreglo de
controversias. Entraña una obligación de negociar —una
forma de arreglo. Aunque evita la terminología de las
controversias jurídicas o de las cuestiones jurídicas, la
gama de cuestiones que comprende indudablemente
podría abarcar las cuestiones jurídicas. Por tanto, aunque
tal vez sólo de modo residual, tiene elementos en común
con una cláusula tradicional de arreglo de controversias.
En el ámbito del arreglo de controversias se utilizan las
expresiones «controversias jurídicas», «cuestiones jurídi-
cas» y «conflictos jurídicos». Sin embargo, en el presente
caso las palabras utilizadas son deliberadamente vagas y
generales, precisamente para alentar a los Estados a resol-
ver los problemas aun cuando no puedan formularse
como controversias jurídicas.

35. La dificultad que plantea el párrafo 2 es que,
dejando aparte sus problemas internos, como el incómodo
uso de la presunción, confirma más bien la opinión de que
el párrafo 1 trata en efecto de las controversias jurídicas.
El párrafo 1 es en parte una cláusula eufemista de arreglo
de controversias, aunque pretende tratar de los problemas
estructurales que afectan a la suerte de las personas que no
cabría calificar de controversias jurídicas entre los Esta-
dos interesados.

36. El Sr. SIMMA dice que, aunque en gran medida está
de acuerdo con las observaciones del Sr. Brownlie, sigue
siendo partidario de mantener el párrafo 1 del artículo 15,
dado que enuncia un principio importante.

37. El Sr. ROSENSTOCK dice que no le plantea pro-
blemas el párrafo 1 del artículo 15 que, pese a las aparien-
cias, no es una cláusula sobre arreglo de controversias; en
cambio, el párrafo 2 del artículo plantea algunas cuestio-
nes. El párrafo 1 debería considerarse principalmente una
obligación de intercambiar información, y no presupone
la existencia de una controversia.

38. La inquietud respecto del párrafo 2 es si, en caso de
que uno de los Estados interesados no se niega a negociar,
ese párrafo sigue siendo válido. ¿Es el sentido implícito
a contrario de la frase «si uno de los Estados interesados
se negara a negociar» un motivo legítimo de preocupa-
ción? El resto del párrafo es evidentemente válido, ya sea
que un Estado se haya negado o no a negociar, a menos
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que el párrafo 1 sea de hecho en cierto modo una disposi-
ción sobre arreglo de controversias. Agradecería al Rela-
tor Especial que aclarara la cuestión.

39. El Sr. MIKULKA (Relator Especial), refiriéndose al
párrafo 1 del artículo 15 dice que, a su juicio, la norma es
perfectamente clara. Los Estados están obligados a cele-
brar consultas y, de ser necesario, a negociar. Los Estados
deben primero celebrar consultas para averiguar si hay
poblaciones que puedan resultar afectadas, por ejemplo
en el territorio transferido, y luego averiguar qué propósi-
tos tienen los legisladores. Si los legisladores están de
acuerdo desde el principio en aplicar las mismas normas,
¿por qué debe exigirse a los Estados que celebren un
acuerdo? Si los Estados sucesores A y B celebran consul-
tas sobre los textos legislativos y deciden que son virtual-
mente idénticos o coincidentes y respetan la posibilidad
de que las personas elijan, ¿por qué decir que no basta con
eso y que es preciso celebrar un acuerdo? Evidentemente
si los Estados celebran consultas y comprueban que la
cuestión puede resolverse sin un acuerdo formal, basta
con eso. Incluso la Declaración de Venecia dice menos,
porque afirma que los Estados pueden celebrar un
acuerdo pero no que deban celebrar consultas o negociar.
El párrafo 1 del artículo 15 requiere que los Estados cele-
bren consultas y que, si ven que hay cuestiones que resol-
ver, negocien. Las soluciones podrían ser por vía del
derecho interno o de un tratado internacional.

40. Debería entenderse que el párrafo 2 del artículo 15
constituye un nexo entre la parte I y la parte II (Principios
que se aplican en determinadas situaciones de sucesión de
Estados). Si se suprime, ¿cómo podría interpretarse la
parte II? Algo faltaría. En ese caso sería necesario encar-
gar al Comité de Redacción que especificara cuál es la
relación entre un tratado y los artículos. Pide a los miem-
bros que imaginen que el párrafo 2 no existe y que los
Estados celebran un acuerdo que sea plenamente con-
gruente con la parte I, pero que eligen criterios distintos
de los enunciados en la parte II. Si se considerara simple-
mente que la conducta de los Estados debería ajustarse a
los artículos, ¿quiere decir la Comisión que el acuerdo
entre los Estados no es válido y contradice el derecho
internacional? El derecho internacional aún podría cam-
biarse, salvo que se tratara de normas de jus cogens, pero
la Comisión no está formulando normas de jus cogens.
Por tanto, debe estudiarse la manera de dejar claro que la
parte II es puramente subsidiaria. O sea, dice a los Esta-
dos que, si inician negociaciones, pero no saben por
donde empezar, pueden tomar como base las disposicio-
nes de la parte II, y que si encuentran una solución mejor
para su caso concreto, se supone que se adherirán a los
principios de la parte I sobre la prevención de la apatridia,
la no discriminación, el respeto de la voluntad de la per-
sona en algunas situaciones y así sucesivamente. En lo
que respecta a criterios específicos, los Estados son natu-
ralmente libres de llegar a otras conclusiones. Ahora bien,
si no hay acuerdo y las negociaciones fracasan, ¿quiere
decir la Comisión a esos Estados que todo el contenido de
la parte II es simplemente para usarlo durante las negocia-
ciones pero que, si las negociaciones fracasan, ya no tiene
ningún valor? O acaso quiere la Comisión decirles que,
incluso si las negociaciones no tienen éxito, la parte IT
concede a los Estados al menos una garantía, a saber: que
los Estados que se adhieran a las normas enunciadas en
ella tienen la seguridad de que nadie puede acusarlos de

que su legislación es inadecuada o excesiva y de que su
régimen de concesión de la nacionalidad va más allá del
vínculo auténtico. Nadie podría afirmar que esos Estados
actuaron contra la voluntad de las personas interesadas,
porque la parte II incluye disposiciones sobre situaciones
en las que la voluntad de las personas interesadas debería
respetarse.

41. El orador admite sugerencias, pero debe indicarse
claramente en algún lugar de la parte I que la parte II es
de carácter subsidiario, que los Estados pueden natural-
mente celebrar un acuerdo que disponga otra cosa y que,
a falta de acuerdo, deberán como mínimo ajustarse al con-
tenido de la parte II. Por esta razón el párrafo 2 es útil. Tal
vez no sea absolutamente esencial, pero la Comisión debe
encontrar la manera de decir a los Estados cómo desea
que procedan respecto del principio que inspira la parte II.

42. El Sr. ECONOMIDES dice que debe rectificar la
impresión errónea de que ha sugerido que debe concluirse
un tratado internacional a toda costa. Lo que quiso decir
es que los Estados deben tratar la cuestión de la naciona-
lidad de las personas naturales y encontrar soluciones a
los problemas de que se trate. Las soluciones pueden
alcanzarse mediante acuerdo internacional, que es la
forma más habitual, o de otro modo. Los Estados pueden
considerar que su legislación interna es plenamente com-
patible y que es innecesario un acuerdo internacional. Sea
como fuere, debería esperarse que los Estados tengan que
tratar ellos mismos estas cuesliones y encontrar solucio-
nes adecuadas.

43. El párrafo 2 es inaceptable e incluso peligroso. Si es
realmente necesario que tenga varios elementos relacio-
nados con la parte II, deben encontrarse siguiendo un cri-
terio distinto del utilizado en el párrafo 2 del artículo 15,
que contiene la semilla de un conflicto perpetuo. ¿Quién
decidirá si la legislación de un Estado se ajusta al
proyecto? Cada Estado juzgará al otro, lo que violaría el
principio fundamental de la igualdad de los Estados.
Coincide con el Sr. Galicki y se opone categóricamente al
párrafo 2.

44. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA señala que el
propósito de la obligación de negociar no es celebrar un
acuerdo internacional, sino que los Estados interesados,
como acertadamente ha dicho el Relator Especial, com-
prueben si hay convergencia de posiciones en su legisla-
ción y que al menos haya acuerdo sobre la manera de
resolver la cuestión: este es ya uno de los objetivos de la
obligación de negociar, que sirve de válvula de seguridad
para las poblaciones afectadas por la sucesión de Estados.
En ningún momento establece que los Estados que hayan
iniciado un proceso de consultas mutuas deban llegar a un
acuerdo. Tranquilizando al Relator Especial en el sentido
de que no hay contradicción con lo dicho por el
Sr. Economides y el Sr. Sreenivasa Rao, el orador apoya
la posición de éste respecto de los párrafos 1 y 2 del
artículo 15, que enlazan con la oposición oficial expre-
sada por el Sr. Economides.

45. El Sr. GOCO dice que el párrafo 1 no prevé la solu-
ción de controversias. Las partes están simplemente obli-
gadas a reconocer los efectos perjudiciales que la
sucesión de Estados pudiera tener para la nacionalidad de
las personas, así como otras cuestiones conexas relativas
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a su estatuto, y buscar soluciones a esos problemas.
La dificultad ha surgido porque el Sr. Economides ha
planteado que las partes podrían ir hasta intentar elaborar
un arreglo. Si la palabra «arreglo» es problemática, tal vez
podría modificarse la redacción del párrafo 1 diciendo
«buscar una solución a esos problemas mediante la nego-
ciación y tratar de resolver sus diferencias».

46. El Sr. LUKASHUK dice que el fundamento de los
párrafos 1 y 2 es correcto. Contienen dos disposiciones, la
primera es el principio general de que los Estados están
obligados a celebrar consultas. Es difícil entender que se
pueda objetar a esto. La segunda disposición alienta a los
Estados a armonizar su legislación interna con las dispo-
siciones del proyecto. Algunos miembros han preguntado
quién determinará si la legislación interna es compatible
o no con el proyecto. ¿Pueden citar otra norma de derecho
internacional sobre la que no pueda plantearse el mismo
tipo de pregunta? Apoya los argumentos expresados de
manera convincente por el Relator Especial y por el
Sr. Rosenstock, en favor de mantener ambas disposicio-
nes.

47. El Sr. Sreenivasa RAO dice que el problema es que
si la Comisión decide suprimir el artículo 15, ¿cómo se
propone salvar el contenido e indicar claramente a los
Estados que existe la obligación de elaborar una legisla-
ción interna que se ajuste a los principios de la parte II?
Esta pregunta podría resolverse fácilmente mediante refe-
rencia al artículo 3. El artículo 3 ya da orientación a los
Estados sobre legislación y, si esa legislación se redacta
con arreglo a los principios del proyecto de artículos,
alcanzará su objetivo. El párrafo 1 del artículo 15 dispon-
drá que los Estados deben consultarse para detectar los
problemas dimanantes de la sucesión de Estados y llegar
a soluciones en lo posible. Sin esa solución, existe la obli-
gación de elaborar una legislación adecuada conforme
con el artículo 3. En consecuencia, todo Estado que tenga
una legislación de esa naturaleza gozará ipso facto de la
presunción de que, siempre que se acepten en general los
principios fundamentales del proyecto de artículos y en
especial los de la parte II, habrá menos dificultades.

48. El Sr. SIMMA pregunta si el Relator Especial tiene
una opinión sobre la inquietud del Sr. Rosenstock acerca
de la inadecuación de un argumento a contrario.

49. El Sr. MIKULKA (Relator Especial) dice que no
objeta la propuesta del Sr. Rosenstock de suprimir las pri-
meras palabras del párrafo 2 del artículo 15 y de mantener
el resto de la disposición, que trata de un aspecto no pre-
visto totalmente en el artículo 3.

50. El Sr. ELARABY, refiriéndose a la aseveración del
Sr. Rosenstock de que la obligación mencionada en el
párrafo 1 concierne al intercambio de información, pro-
pone que antes de las palabras «de consultar» se incluyan
las palabras «de intercambiar información y», a fin de
aclarar el contenido de esa obligación.

51. El Sr. ADDO dice que el párrafo 1 obliga a celebrar
consultas para prevenir, por acuerdo mutuo, los efectos
perjudiciales que la sucesión de Estados pudiera tener en
materia de nacionalidad. No ve qué objeciones podrían
formularse al respecto. Es partidario de mantener el

párrafo 1 en su forma actual y apoya la observación del
Sr. Rosenstock sobre el intercambio de información.

52. El Sr. HAFNER dice que acepta el objetivo del
artículo 15 y comparte la opinión del Sr. Brownlie de que
el artículo tiene una doble finalidad. Es consecuencia del
artículo 1 y prevé que los Estados interesados están obli-
gados a celebrar consultas para ver si la sucesión produce
efectos perjudiciales. En consecuencia, deben celebrar
consultas en cualquier caso. Una disposición sobre los
medios para resolver controversias podría ser el siguiente
paso, ya que si existen efectos perjudiciales a causa de
legislaciones divergentes, los Estados podrían tratar de
resolver la cuestión mediante negociaciones.

53. La Comisión no debería excluir otros medios. No
es necesario hablar explícitamente de llegar a un acuerdo,
pero tampoco debería descartarse esa posibilidad. A este
respecto también otras soluciones que no requieran nego-
ciación son concebibles y podrían ayudar además a resol-
ver los problemas. Por ejemplo, tal vez conviniera
agregar las palabras «o por otros medios lícitos» al final
del párrafo.

54. El comentario dice que los efectos deberían ser per-
judiciales para el individuo. ¿No convendría dar un ejem-
plo de tales efectos a fin de indicar el significado, además
del deseo de prevenir la apatridia? Como sucede con el
ejemplo del Sr. Sreenivasa Rao sobre la solución alcan-
zada respecto de la delimitación de la plataforma conti-
nental y la referencia al grupo partidario de la equidad y
al grupo partidario de la línea media, no está seguro de
que la situación sea comparable en todos los puntos.

55. El párrafo 2 del artículo 15 es redundante. Sólo sería
útil cuando la obligación de celebrar consultas se conside-
rase requisito previo para promulgar la legislación
interna. Los Estados ya están sujetos a la obligación pre-
vista en el artículo 3. Ahora bien, es necesario mantener
la última parte del párrafo 2, en particular la referencia a
los tratados, ya que los Estados pueden llegar a un
acuerdo que difiera de las normas establecidas en el
proyecto.

56. El orador había previsto la observación del
Sr. Simma de que el artículo 16 se considere una
respuesta a su pregunta sobre la manera en que ha de apli-
carse el instrumento. Ahora bien, el artículo 16 plantea
varios problemas. El párrafo 1 puede apuntar a la cuestión
de la responsabilidad de los Estados en un amplio sentido
y la doctrina relativa a los actos de los Estados, de la que
los actos nacionales ciertamente son un ejemplo.
La cuestión es si un Estado puede juzgar los actos de otro.
En la práctica se han encontrado varias soluciones, y la
cuestión es si el párrafo concuerda con las normas gene-
rales. Pero ciertamente el posible efecto de esas normas
contenidas en el párrafo 1 en materia de la responsabi-
lidad de los Estados es más importante ya que en su redac-
ción actual el párrafo enuncia las consecuencias jurídicas
de un incumplimiento del proyecto de artículos. General-
mente se considera que, si un Estado actúa en contra de
sus obligaciones, comete una infracción. Ahora bien, hay
una diferencia fundamental: el párrafo 1 del artículo 16
permite el no reconocimiento de los actos que constituyen
una infracción según el derecho internacional, con segu-
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ridad no prevista en el proyecto de artículos sobre la
responsabilidad de los Estados6, en el que el no reconoci-
miento de los actos ilegales se permite solamente en el
caso de los crímenes, aunque hay que admitir que aún no
ha adquirido aceptación generalizada. Por tanto, el
párrafo 1 del artículo 16 se aparta de la norma general
sobre la responsabilidad de los Estados. Se pregunta si la
Comisión se propone crear lo que la CIJ denomina un
régimen no autónomo. Es decir, ¿debería el artículo 16
entenderse como una sanción para los actos de incumpli-
miento del proyecto de artículos? En la doctrina y en deci-
siones pasadas, se ha establecido con mayor o menor
firmeza la norma, incluida en el párrafo 1 del artículo 16,
de que, si un Estado concede la nacionalidad en contra del
derecho internacional, los demás Estados no tienen por
qué reconocer esa nacionalidad. Pero es importante que
esté claro que esa norma se aparta de las normas generales
sobre la responsabilidad de los Estados.

57. Aparte de estos principios e ideas básicos, el texto
del párrafo plantea varios problemas. Ya se ha mencio-
nado la cuestión del vínculo auténtico, y está totalmente
de acuerdo con quienes señalan que el artículo 16 difiere
del párrafo 2 del artículo 7 a ese respecto. No obstante, el
proyecto de artículos no contiene una norma general que
limite la concesión de la nacionalidad a la existencia de un
vínculo auténtico. Cabe inferir que la totalidad del
proyecto es sólo un desarrollo de la cuestión de ese vín-
culo, que debe interpretarse en el contexto del proyecto y
no tiene un significado independiente. A este respecto
también el párrafo 1 parece establecer normas primarias y
secundarias. La norma primaria sería, pues, que los Esta-
dos no deben conceder la nacionalidad si no hay un vín-
culo auténtico, y la norma secundaria sería la reacción al
incumplimiento de la norma primaria. Agradecería al
Relator Especial que comentase cómo ha de entenderse la
norma primaria a este respecto.

58. En cuanto al período de aplicabilidad enunciado en
el párrafo 1, la formulación actual indica sólo el punto de
partida de la obligación. ¿Se considera que ha de aplicarse
durante un período ilimitado después de la sucesión, dado
que la disposición dice simplemente «con ocasión de la
sucesión de Estados»? Además, ¿el párrafo 1 del artículo
16 se refiere solamente a la concesión de la nacionalidad
por un Estado sucesor o incluye también la conservación
de la nacionalidad del Estado predecesor, al contrario que
el proyecto de artículos? A modo de ejemplo, el párrafo 2
del artículo 24 (Privación de la nacionalidad del Estado
predecesor) enuncia la obligación del Estado predecesor
de privar de su nacionalidad. El principio enunciado en el
párrafo 1 del artículo 16 ¿es válido también cuando el
Estado predecesor no prive de su nacionalidad, contraria-
mente al artículo 24?

59. Duda mucho que el párrafo 2 del artículo 16 obtenga
amplia aceptación en la comunidad internacional y la
Comisión debe tener eso en cuenta.

60. Por último, refiriéndose a una cuestión práctica,
insiste en la presunción de que la nacionalidad se concede

6 Véase el texto del proyecto de artículos aprobado provisionalmente
por la Comisión en primera lectura en Anuario 1996, vol II (segunda
parte), cap III, secc D

por otro Estado y luego por el Estado nacional. ¿Quién
expide los pasaportes para ese fin?

61. El Sr. MIKULKA (Relator Especial), refiriéndose a
una observación hecha por el Sr. Elaraby, dice que coin-
cide en principio con la interpretación del Sr. Rosenstock.
En gran medida la obligación de celebrar consultas
entraña la obligación de intercambiar información en
cuya virtud los Estados se informarán recíprocamente de
sus propósitos en materia de legislación nacional, por
ejemplo. La obligación de celebrar consultas podría tam-
bién ampliarse incluyendo en ella la obligación de buscar
una solución mediante la negociación, como se desprende
de la última frase del párrafo 1 del artículo 15. Desde
luego se entiende implícitamente que, siempre que sea
posible, los Estados llegarán a un acuerdo, pero si no es
posible, se presume que al menos seguirán lo establecido
en el artículo. En cualquier caso, no existe ciertamente un
pactum de contrahendo. En conjunto, le parece que en la
Comisión se está formando un consenso sobre el párrafo
1 del artículo 15.

62. Se le ha pedido que dé ejemplos de efectos perjudi-
ciales. El primer ejemplo, naturalmente, es la apatridia,
que podría tener tales efectos tanto para las personas
como para los Estados interesados. Otro ejemplo es el de
los efectos sobre los matrimonios de nacionalidad mixta.
Desde el momento de la disolución o separación de un
Estado en el seno de la misma familia podrían subsistir
dos regímenes en materia de nacionalidad, con todas las
dificultades consiguientes en materia de visados y per-
miso de trabajo para algunos de sus miembros. Por tanto,
hay toda una serie de problemas que, si bien van más allá
de la cuestión de la nacionalidad, están directamente rela-
cionados con ella. La idea tal vez podría precisarse en el
comentario.

63. La idea del «vínculo auténtico», ciertamente debe
figurar en el artículo 16, cuyo párrafo 1 enuncia el prin-
cipio reconocido por la CIJ en el caso Nottebohm. En
cuanto al párrafo 2 del artículo, el orador presume que
cumple más o menos el requisito del vínculo auténtico y
confía en que no lo rechazarán los Estados. Si la Comisión
considera que lo que se propone no será aceptable para los
Estados, sin embargo, debería decirlo y la disposición de
que se trate suprimirse. Personalmente, cree que la «pre-
sunción» establecida en el párrafo 2 será aceptada por los
Estados, porque han actuado de manera semejante en
varias ocasiones. A este respecto, recuerda de nuevo a la
Comisión el caso de los judíos alemanes que fueron
desnacionalizados después de la segunda guerra mundial
en virtud de decretos promulgados por los gobiernos alia-
dos y que fueron considerados de nacionalidad alemana a
los efectos de su trato por terceros Estados7.

64. El párrafo 2 del artículo 16 no llega a imponer la
obligación de que se dé pasaporte a los apatridas. Los ciu-
dadanos de la ex Unión Soviética y de la ex Checoslova-
quia han viajado por todo el mundo durante dos o tres
años por lo menos sin dificultad con pasaportes soviéticos
o checos. Es decir, los nacionales del Estado predecesor
han sido tratados como si ya tuvieran la nacionalidad de

7 Véase 2478 a sesión, nota 6
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uno u otro de los Estados sucesores, aunque eso no se
reflejaba en sus documentos.

65. La cuestión de los plazos es un tanto académica por-
que de hecho la obligación existe hasta que el problema se
haya resuelto. Es decir, mientras una porción de la pobla-
ción siga siendo apatrida, se hará todo lo posible para
encontrar una solución al problema hasta que se resuelva.
Por tanto, en ningún sentido puede haber un plazo. En
efecto, si se estableciera tal plazo, se quitaría significado
al proyecto, ya que su objetivo es sugerir que el problema
es tan urgente que no puede suspenderse en el tiempo.

66. El Sr. CRAWFORD dice que, a su juicio, el
Sr. Hafner confunde la cuestión de la responsabilidad de
los Estados con la cuestión, totalmente diferente, de la
impugnabilidad de la acción de un Estado determinado en
materia de nacionalidad. Es cierto que existen obligacio-
nes de no reconocimiento dimanantes de crímenes de
Estado. Pero puede haber obligaciones de no reconoci-
miento también en otras situaciones. Ahora bien, el
párrafo 2 del artículo 16 se refiere a una cuestión dife-
rente, ya que reconoce que los Estados no están obligados
a reconocer los efectos jurídicos de la conducta ilícita de
un Estado incompatible en algún aspecto con el proyecto
de artículos. Por tanto, la analogía con la responsabilidad
de los Estados es inadecuada.

67. Se ha dicho acertadamente que el párrafo 2 del
artículo 16 podría plantear cuestiones de aceptabilidad y
está de acuerdo en que debería explicarse que el Estado
necesita tal poder en algunas situaciones, en particular en
situaciones de gran importancia para la mayoría de los
Estados, y que no debería impedirse el uso de ese poder.
Sea como fuere, no es función de la Comisión prever reac-
ciones adversas de los Estados respecto de disposiciones
que considera necesarias, y el orador sostiene que el
párrafo 2 es necesario.

68. Respecto de la cuestión de los pasaportes, ningún
tercer Estado expidió pasaportes a las personas afectadas
por la política de los bantustanes. Sin embargo, esas per-
sonas fueron tratadas como siendo todavía sudafricanas.
Una situación análoga se produjo en algunos casos de des-
nacionalización en Alemania y Europa oriental en el
marco de los decretos antijudíos.

69. El problema de los plazos se aplica a todas las nor-
mas de derecho internacional y no hay razón para tratar la
presente situación de manera diferente que otras.

70. Le inquieta un tanto la referencia que hace el
párrafo 1 del artículo 16 a la apatridia de facto que evoca
una distinción entre una situación defacto y una situación
de jure que podría ser problemática. Por tanto, preferiría
que la última parte del párrafo se enmendara como sigue:
«y que como consecuencia de ello, serían considerados
apatridas», o palabras análogas.

71. El Sr. Sreenivasa RAO, respondiendo a las observa-
ciones del Sr. Hafner, dice que, al referirse al grupo de la
equidad y al grupo de la línea media, no se proponía hacer
una analogía estricta. Sin embargo, cabría quizá sugerir
que, a falta de acuerdo, toda legislación nacional con-
corde con los principios generales del principio de decla-
ración podría considerarse válida para ser aplicada en las
relaciones mutuas entre los Estados.

72. Los problemas relativos al artículo 16, y específica-
mente la idea del vínculo auténtico y la obligación de los
Estados de reconocer o no reconocer la nacionalidad de
determinadas personas, tal vez podrían resolverse si se
encontrara un planteamiento diferente del problema.

73. El Sr. SIMMA dice que, a su modo de ver, el
Sr. Hafner no ha trazado una analogía sino más bien con-
siderado el problema del artículo 16 como un problema de
responsabilidad de los Estados. Si esta interpretación es
correcta, está en profundo desacuerdo con ella. A su jui-
cio, el artículo 16 cae totalmente dentro del ámbito de las
normas primarias y si el orador ha utilizado las palabras
«sanción» y «aplicación» lo ha hecho en términos colo-
quiales y no para sugerir una entrada en el ámbito de las
normas secundarias sobre la responsabilidad de los Esta-
dos. La cuestión no es la de un régimen autónomo enten-
dido como un capítulo separado dentro de las normas
secundarias propiamente dichas, sino más bien un régi-
men autónomo como norma primaria específica relativa a
la conducta de los Estados. A su juicio, esto no tiene nada
de extraño.

74. El Sr. ECONOMIDES dice que desea aclarar lo que
dijo anteriormente sobre el pactum de contrahendo. A su
juicio, los Estados interesados tienen la obligación de
resolver una cuestión de la nacionalidad por tratado o por
cualquier otro medio. Si no lo hacen por cualquier otro
medio, deben hacerlo por tratado.

75. El párrafo 1 del artículo 16 es la típica disposición
que, a su juicio, ha de evitarse en un instrumento interna-
cional. Naturalmente la nacionalidad es una cuestión de
derecho interno, aunque dentro de los límites fijados por
el derecho internacional. Además, hay que tener presente
el principio preeminente de la igualdad de los Estados. En
consecuencia, no entiende cómo un Estado, actuando uni-
lateralmente, puede juzgar a otro, condenarlo e inmedia-
tamente imponerle sanciones, no reconociendo la
nacionalidad otorgada a determinadas personas. Una dis-
posición de ese tipo sólo serviría para preparar el camino
para tácticas de presión o incluso controversias, que
serían indeseables. Si la Comisión desea realmente man-
tener la disposición, tendría que incluir también disposi-
ciones sobre el arreglo de controversias que surjan de la
interpretación y aplicación del instrumento e incluso pre-
ver la intervención obligatoria, llegado el caso, de la CIJ.
Por todas estas razones debería suprimirse el párrafo 1 del
artículo 16.

76. Comprende mejor la idea que inspira el párrafo 2
del artículo 16 pero cree que la disposición tiene los mis-
mos defectos que el párrafo 1 y que, por lo tanto, no será
aplicable en la práctica.

77. El Sr. DUGARD dice que le sorprende oír al Relator
Especial que el párrafo 2 del artículo 16 contiene una pre-
sunción, ya que ambos párrafos del artículo enuncian nor-
mas primarias. El único problema es que las palabras
«podrán considerar», que figuran en el párrafo 2, tal vez
sean algo débiles. Sugiere que se sustituyan por las pala-
bras «deberán considerar» para que quede claro que se
trata de una norma primaria.

78. El Sr. MIKULKA (Relator Especial) dice que en su
fuero interior había puesto la palabra «presunción» entre
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comillas y que, al hablar, lo había indicado con el gesto
oportuno.

79. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA, refiriéndose pri-
mero al párrafo 1 del artículo 16, dice que hay un consi-
derable malentendido sobre la validez de la nacionalidad,
por una parte, y la impugnabilidad internacional de la
nacionalidad, por la otra. En lo que concierne a la cuestión
de la validez, un Estado atribuye su nacionalidad por ley
a quienquiera que la solicite, y las condiciones no pueden
fijarse por adelantado. Partiendo de esto, ¿cómo cabe
esperar que un tercer Estado tenga control sobre las con-
diciones en que se atribuye la nacionalidad de otro
Estado? La impugnabilidad es internacional, por otra
parte, y más concretamente en cuanto se aplica al criterio
del vínculo auténtico, es una cuestión que surge sólo en
las relaciones o las controversias entre dos o más Estados.
En lo que respecta a la impugnabilidad, tal vez no debería
exagerarse el alcance del requisito del vínculo auténtico.
Las palabras del párrafo 1 «los demás Estados no estarán
obligados a considerar a esas personas nacionales de
dicho Estado» plantean la cuestión de la posibilidad de
que terceros Estados se injieran en los asuntos internos de
otro Estado o, incluso, de infringir el principio de la igual-
dad soberana de los Estados.

80. La estructura del párrafo 1 del artículo es buena,
pero su efecto de conjunto lo destruye la última frase
«salvo que ello equivaldría a considerarlas apatridas de
facto», porque una vez que las personas han adquirido la
nacionalidad de un Estado la cuestión del vínculo autén-
tico importa poco. Lo que importa es que el Estado con-
cedió su nacionalidad y estaba en condiciones de
especificar en qué condiciones lo hacía. Hay que procurar
de no despojar a quienes buscan una nueva nacionalidad
de la seguridad de que gozan una vez que la han obtenido
y sobre todo no debería conferirse a terceros Estados la
facultad de destruir lo que otro Estado pudo hacer en
favor de «víctimas».

81. Le sorprenden en particular las palabras del
párrafo 2 que dicen: «porque dicho Estado no haya obser-
vado lo estatuido en el presente proyecto de artículos».
¿Está la Comisión redactando recomendaciones que los
Estados son libres de aplicar o no, o está elaborando una
convención que se someterá a la aceptación de los Esta-
dos? La frase «no estarán obligados a considerar a esas
personas como si fueran nacionales» plantea un interro-
gante: ¿desde cuándo está un Estado dispuesto a conside-
rar nacionales de otro Estado a personas que no
demuestren que de hecho son nacionales de ese Estado?
La Comisión debería tener muy claro lo que está elabo-
rando y cómo se propone proceder en adelante.

82. El PRESIDENTE, observando que la Comisión ha
concluido el debate de la parte I del proyecto de artículos
sobre la nacionalidad en relación con la sucesión de Esta-
dos, dice que, si no hay objeciones, considerará que la
Comisión acuerda remitir los artículos 15 y 16 al Comité
de Redacción.

Así queda acordado.

Se levanta la sesión a las 13.15 horas.

2487.a SESIÓN

Martes 3 de junio de 1997, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Joâo Clemente BAENA SOARES

Miembros presentes: Sr. Addo, Sr. Candioti, Sr.
Dugard, Sr. Economides, Sr. Elaraby, Sr. Galicki, Sr.
Goco, Sr. Hafner, Sr. He, Sr. Kabatsi, Sr. Kateka, Sr.
Lukashuk, Sr. Mikulka, Sr. Pambou-Tchivounda, Sr.
Pellet, Sr. Sreenivasa Rao, Sr. Rodríguez Cedeño, Sr.
Rosenstock, Sr. Simma, Sr. Thiam, Sr. Yamada.

Las reservas a los tratados (A/CN.4/477 y Add.l y
A/CN.4/4781, A/CN.4/479, secc. D, A/CN.4/L.540)

[Tema 4 del programa]

SEGUNDO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a abordar el
examen del tema «Las reservas a los tratados», a la luz del
segundo informe del Relator Especial (A/CN.4/477 y
Add.l y A/CN.4/478).

2. El Sr. PELLET (Relator Especial) recuerda a la
Comisión que presentó en el 48.° período de sesiones su
segundo informe, acompañado de un proyecto de resolu-
ción2, que la Comisión, por falta de tiempo, no pudo
examinar detenidamente y cuyo examen se aplazó hasta el
presente período de sesiones . Pero como la composición
de la CDI acaba de ser profundamente renovada, se pro-
pone proceder, a título informativo, a una presentación
global del tema —evocando los principales rasgos del
primer informe4, del examen a que dio lugar y de las deci-
siones adoptadas tanto por la propia CDI como por la
Sexta Comisión— y del capítulo I del segundo informe,
dejando para una fecha ulterior del presente período de
sesiones la presentación del capítulo II. Subraya que los
miembros de la CDI tienen naturalmente el derecho de
reaccionar si lo consideran útil, pero expresa su esperanza
de que en esta ocasión no se cuestionen las decisiones ya
adoptadas.

3. Como indicaba al presentar su primer informe, el
tema de las reservas a los tratados está lejos de ser terra
incognita en derecho internacional: la doctrina sobre la
materia es muy abundante y la propia Comisión se ha ocu-
pado en diversas ocasiones de la cuestión, adoptando pos-
turas sumamente concretas que han ejercido y, en su
mayoría, continúan ejerciendo gran influencia en la prác-

1 Véase Anuario... 1996, vol. II (primera parte).
2 Véase Anuario... 1996, vol. II (segunda parte), párr. 136 y

nota 238.
3Ibíd., párr. 137.
4 Anuario... 1995, vol. II (primera parte), doc. A/CN.4/470.


